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LA CONTRIBUCIÓN DEL DESARROLLO

PARA EL DISFRUTE DE TODOS LOS DERECHOS HUMANOS

1. Proporcione ejemplos de mejores prácticas como políticas, planes de acción y cualquier otra medida adoptada por su organización y/o entidad en apoyo de las agendas nacionales de desarrollo sostenible que promuevan y cumplan con todos los derechos humanos, incluido el derecho al desarrollo para todos.

La Defensoría del Pueblo ha reconocido y apoyado las políticas que el Estado venezolano ha venido implementando desde la puesta en vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV) en 1999
. En ella se asienta una visión de desarrollo sustentable basado en una “política de ordenación del territorio atendiendo a las realidades ecológicas, geográficas, poblacionales, sociales, culturales, económicas, políticas, que incluya la información, consulta y participación ciudadana” (art. 128 CRBV).
Asimismo, la Constitución rescata la necesidad de promover una “agricultura sustentable como base estratégica del desarrollo rural integral, a fin de garantizar la seguridad alimentaria de la población; entendida como la disponibilidad suficiente y estable de alimentos en el ámbito nacional y el acceso oportuno y permanente a éstos por parte del público consumidor” (art. 305 CRBV). 

Ello encierra, a su vez, “la ordenación sustentable de las tierras de vocación agrícola para asegurar su potencial agroalimentario” (art. 307 CRBV), el impulso del turismo como actividad económica de interés nacional y la seguridad de la Nación como espacio de “corresponsabilidad entre el Estado y la sociedad civil para dar cumplimiento a los principios de independencia, democracia, igualdad, paz, libertad, justicia, solidaridad, promoción y conservación ambiental y afirmación de los derechos humanos, así como en la satisfacción progresiva de las necesidades individuales y colectivas de los venezolanos y venezolanas” (art. 326 CRBV).
La concepción de desarrollo venezolana, se ha contemplado consecuentemente en los Planes de Desarrollo Económico y Social de la Nación (2001-2007, 2007-2013 y 2013-2019). En cada uno se establece la necesidad de concretar un desarrollo integral que conduzca al país hacia óptimas condiciones jurídicas y administrativas para que la igualdad ante la ley sea real y efectiva, para toda la población en concordancia con el artículo 19 de la Constitución.
Desde esa perspectiva, la Defensoría del Pueblo ha generado diversas estrategias para apoyar las iniciativas del Estado, a fin de promover una cultura de derechos humanos en todos los espacios del quehacer de la población en suelo venezolano. Algunas de dichas estrategias y/o acciones se describen a continuación.
Programa Haciendo Comunidad para los Derechos Humanos

Programa diseñado y llevado a cabo durante el período 2008-2012 que perseguía promover la creación de espacios de interacción entre la comunidad y la Defensoría del Pueblo, para la construcción colectiva de políticas públicas en derechos humanos. Su objetivo general era desarrollar un nuevo estilo de gestión pública en materia de derechos humanos, sustentado en la relación cara a cara entre las comunidades y el Estado, basado en la construcción de procesos para la autodeterminación comunitaria
.

El Programa se dividía en dos subprogramas: Subprograma en las Comunidades y Subprograma Penitenciario. Ambos subprogramas estaban constituidos por planes y proyectos, con sus respectivos sistemas de indicadores, que permitan monitorear permanentemente los avances de la gestión. 

A través del Subprograma en las comunidades, se conformaron los Consejos para la Defensa de los Derechos Humanos, los cuales fungían como instancias integradas por miembros de la comunidad elegida en Asamblea de ciudadanas y ciudadanos. Su propuesta y creación partía del principio de la corresponsabilidad y de una visión colectiva de los derechos, y buscaba contribuir con el fortalecimiento y revitalización del tejido social, mediante la promoción de redes socio-institucionales para la defensa de los derechos humanos
.

En 2010, los 38 Consejos para la Defensa de los Derechos Humanos, juramentados entre los años 2008 y 2009 contando con más de 1.216 defensores y defensoras comunitarios de los estados Aragua, Anzoátegui, Carabobo, Cojedes, Guárico, Lara, Miranda, Vargas, Sucre y el Área Metropolitana de Caracas, desarrollaron diagnósticos participativos sobre las realidades comunitarias en materia de Derechos Humanos, así como planes de acción comunitaria para la transformación de las situaciones diagnosticadas, impactando en la calidad de vida de más de 69.581 familias de 30 municipios y 36 parroquias de dichos estados. Además de ello, también se llevaron a cabo actividades de educación, formación y promoción para el fortalecimiento los procesos de transformación social.

En este orden de ideas, se establecieron como objetivos estratégicos:

1. Incidir en las acciones que debe emprender el Poder Público en los ámbitos municipal, regional y nacional, en torno a las demandas o solicitudes inmediatas exigidas desde las comunidades.

2. Promover la inclusión de las propuestas de los Consejos en la planificación de los presupuestos locales y regionales.

3. Generar espacios para que las comunidades incidan en la modificación, reforma o diseño de ordenanzas y leyes regionales con miras a la garantía plena de los derechos.

4. Sistematizar propuestas legislativas comunitarias de acuerdo a las discusiones o proyectos de ley impulsados desde la Asamblea Nacional
.

En 2010, se suman las comunidades indígenas al Programa (Subprograma Pueblos indígenas), a los fines de lograr la revitalización de estos pueblos, a través de acciones que garanticen el ejercicio efectivo de su derecho humano a la identidad cultural, en las áreas de alimentación y ambiente sanos, vivienda, salud y educación, a partir de los valores, conocimientos y  prácticas de sus culturas. Todo ello facilitando un proceso de construcción colectiva e intercultural (Estado, Entes Privados y Autoridades tradicionales de los Pueblos indígenas, en cumplimiento a lo establecido en el Capítulo VIII, Título III de la CRBV y la Ley Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas-LOPCI
), de políticas públicas, planes, proyectos y programas a partir de rasgos y contextos bien definidos en cada una de las culturas indígenas.

Se  consideró como plan piloto a las comunidades de “El Vertedero” y “La Esperanza”; ubicada la primera, en el Municipio Tucupita, Estado Delta Amacuro, perteneciente a la etnia Warao, constituida por aproximadamente 130 personas. La segunda localidad, se ubica en el sector también conocido como “Km. 50” (Municipio Sifontes del Estado Bolívar) constituida por aproximadamente 52 personas. 

El programa obtuvo como principales resultados: el compromiso del Estado para la construcción de 18 viviendas tipo Janoko
; la creación y dotación de una casa de alimentación que atiende 150 personas diariamente; la consolidación de programas de siembra (yuca, caña de azúcar, auyama, maíz y plátano); el desarrollo de un programa de alfabetización Bilingüe, incorporado a la Misión Robinson; un programa de capacitación; jornadas mensuales de atención integral en salud; un programa de transferencia del relleno sanitario para el manejo integral de desechos sólidos; la designación por parte de la Defensoría de un funcionario para el desarrollo de este programa y la articulación con más de 30 instituciones gubernamentales y privadas, de carácter nacional, regional y local.

El Subprograma Comunidad Penitenciaria, fue diseñado de acuerdo con los lineamientos estratégicos de la Defensoría del Pueblo establecidos al comienzo de la nueva gestión (2008), se implementó a partir de febrero de 2008 en su fase piloto. Esta fase inicial se desarrolló en seis establecimientos penitenciarios del país, para una población total estimada de 7.752 internos. Los centros escogidos fueron: Centro Penitenciario Población Internado Judicial Rodeo I (Miranda); Internado Judicial de Trujillo (Trujillo); Cárcel Nacional de Maracaibo (Zulia); Internado Judicial Región Andina (Mérida); e Internado Judicial San Juan de los Morros – Los Pinos (Estado Guárico). 

Las actividades adelantadas permitieron la constitución de siete Consejos para la Defensa de los Derechos Humanos en los centros señalados, órganos desde los cuales se llevaron a cabo diagnósticos de los principales problemas que aquejan a cada población, así como planes de trabajo para promover acciones interinstitucionales para la adopción de medidas. 

La novedosa dinámica organizativa, desarrollada en coordinación con el Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores y Justicia (MPPRIJ) y las autoridades penitenciarias, derivó en la participación como voceros del 30% de los privados de libertad en cada uno de los centros, así de 60 familiares. Entre otros logros, se consiguió el otorgamiento de medidas de beneficios procesales represadas y el mejoramiento en diversos aspectos de los servicios públicos intracarcelarios
. 

En 2010, el subprograma fue ejecutado con la participación de la población penal del Internado Judicial de Trujillo, estudiantes de la Universidad Bolivariana de Venezuela (UBV) y funcionarios de la Defensa Pública, Ministerio Público, Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores y Justicia, Poder Judicial, Comisión Regional de Salud y Superintendencia Nacional de Cooperativas; obteniendo como principales resultados: la capacitación de 99 internos, con entrega de certificados; capacitación de 11 funcionarios del Internado; participación de 35 funcionarios de distintas instituciones; capacitación de 5 familiares de los internos.
Durante 2012, el Programa Haciendo Comunidad se adelantó en 21 estados del país: Aragua, Área Metropolitana, Anzoátegui, Carabobo, Cojedes, Lara, Miranda, Sucre, Vargas, Apure, Barinas, Táchira, Trujillo, Mérida, Guárico, Yaracuy, Zulia, Falcón, Monagas, Nueva Esparta y Portuguesa, conformándose 40 Consejos de Derechos. 

En el marco del Programa, durante el mes de febrero, se realizó en la ciudad de Caracas un “Encuentro de Planificación”, con la presencia de voceros y voceras pertenecientes a los Consejos para la Defensa, en compañía de delegados y delegadas estadales de la DdP. De igual manera, se desarrolló en el estado Lara, el I Encuentro Nacional de Saberes y Aprendizajes de los Consejos de Defensa de los Derechos Humanos. 

De igual forma, se llevaron a cabo diferentes mesas de trabajo para la resolución de las problemáticas planteadas, así como cines-foros, talleres y conversatorios, con énfasis en los derechos de niños niñas y adolescentes, derechos de las mujeres y personas con discapacidad. Igualmente, se realizaron inspecciones y acciones para la defensa del derecho la salud de niños, niñas y adolescentes y de la comunidad, como lo significó la clausura de una pollera ubicada en el sector Montalbán, estado Carabobo.

Formación, Educación y Divulgación en Derechos Humanos
Actualmente, la Defensoría del Pueblo cuenta con otros programas de socialización en intercambio de saberes para la promoción, defensa y vigilancia de los derechos humanos. Algunos de ellos son el  Programa Nacional de Formación sobre Visiones Críticas de Derechos Humanos, y la Cátedra Libre de Visiones Críticas de Derechos Humanos, establecida como espacio para la divulgación de los derechos humanos. 
Dentro del Programa Nacional de Formación sobre Visiones Críticas de Derechos Humanos, se encuentra el Curso Básico en Derechos Humanos, que tiene como objetivo facilitar a sus participantes, los elementos conceptuales básicos de derechos humanos, a los fines de contribuir en la construcción de una cultura emancipadora, crítica y alternativa de los Derechos Humanos.

El curso, está dirigido a comunidades e instituciones de diversa índole. Tiene una duración  de 30 horas académicas distribuidas en cinco horas por cada uno de los seis módulos (talleres) en los que se encuentra conformado. Los módulos abordan los siguientes temas y objetivos: 

· Atribuciones de la Defensoría del Pueblo y Derechos Humanos una Propuesta Ética y Crítica, a través del cual se pretende visibilizar las competencias de la Defensoría del Pueblo y favorecer la compresión del concepto de derechos humanos y sus características desde una visión crítica, así como las obligaciones del Estado a esta materia.

· Derecho de Niños, Niñas y Adolescentes y el Buen Trato, donde se busca conocer los derechos humanos de este grupo poblacional, analizar su concepto y los mecanismos de defensa que la legislación nacional vigente establece para ello.

· Derechos de las Mujeres e Igualdad de Género, que permite dar a conocer los derechos humanos de las mujeres: concepto y mecanismo de defensa.

· Resolución de Conflictos, por medio del cual se pretende brindar herramientas para la resolución de conflictos de manera pacífica.

· Uso Alternativo del Derecho, que tiene como objetivo socializar con los y las participantes conocimientos teóricos y mecanismos de acción en materia de seguridad y defensa integral además de las regulaciones contempladas en las normativas legales respectivas.

· Seguridad Integral y Poder Popular, a fin de socializar con los y las participantes conocimientos teóricos y mecanismos de acción en materia de seguridad y defensa integral, además de las regulaciones contempladas en las normativas legales respectivas.

A través del Curso Básico de Derechos Humanos, se logró formar a un total de 4.853 personas, distribuidas de la siguiente manera: 4.511 funcionarios y funcionarias formadas y sensibilizadas en 31 cursos ejecutados en articulación con 19 instituciones del Estado, a los que se suman 342 personas de 16 comunidades del municipio Libertador y estado Miranda (un curso por comunidad). En términos concretos, se realizaron 47 cursos donde también fueron sensibilizadas 1.212 personas.
Adicionalmente, la Defensoría del Pueblo ha desarrollado el Programa de formación para el “Buen Trato”, que tiene como objetivo, promover prácticas positivas en la crianza, educación y atención de niños, niñas y adolescentes desde los ámbitos familiares, educativos y comunitarios mediante la activación de procesos de formación y divulgación que garanticen la transformación de la cultura de la violencia en la cultura del “Buen Trato”.

El Programa de formación para el “Buen Trato”, ha logrado generar espacios de reflexión que permiten retomar la práctica de los valores básicos universales y esenciales para la convivencia humana. A través de su metodología, ofrece la oportunidad a los niños, niñas y adolescentes, la escenificación de experiencias, la reflexión y el debate de situaciones propias, potenciar el trabajo en equipo, compartir ideas, desarrollar habilidades y llegar a consensos.

Con el programa se apoyan un conjunto de políticas dirigidas, no sólo a minimizar los índices delictivos del país, sino también a garantizar un pleno reconocimiento y protección de la dignidad de los niños, niñas y adolescentes. 

En tal sentido, se ha potenciado la participación protagónica y la organización de 6.900 niños, niñas y adolescentes (5.006 niñas y adolescentes femeninas, y 1.894 niños y adolescentes varones) en la promoción del derecho al buen trato; al tiempo que se han incrementado las posibilidades de divulgar y difundir el Derecho al Buen Trato, llevando el programa a nuevos espacios, en respuesta a la demanda de otros centros educativos.
La Cátedra Libre de Visiones Críticas de Derechos Humanos, “Acacio Belandria”, es un escenario que esta Institución Nacional de derechos humanos abre para debatir y reflexionar sobre temas relacionados con la realidad nacional, latinoamericana y mundial a la luz de visiones críticas de los derechos humanos. 

La programación está conformada por unas jornadas denominadas “En Casa” que se desarrollan en la sede de la institución con una periodicidad mensual y otras jornadas denominadas “En Calle” programadas como respuesta de solicitud de organizaciones, movimientos sociales e instituciones. Uno de estos espacios establecidos en la Cátedra es el Waleker. 
Waleker significa “Araña Tejedora” (Leyenda Wayúu), en este marco se reconoce que las alianzas fortalecen la defensa de los derechos humanos. Waleker se propone como un espacio virtual para la socialización de visiones en torno a temas específicos, incentivando la creación de una red de movimientos y organizaciones sociales e impulsando acciones locales en conmemoración o celebración de efemérides, así como respuesta a la coyuntura nacional e internacional. La socialización de los Waleker es realizada de manera digital, son incluidas las personas interesadas en formar parte del directorio.

En 2016, la Defensoría del Pueblo, a través de la Dirección General de Promoción y Divulgación, elaboró 13 materiales divulgativos y promocionales de los derechos humanos, socializados a través de los Waleker. Los temas abordados durante ese año, fueron: 1º de mayo. Día del trabajador y de la trabajadora; Yumare vive, Afrovenezolanidad, La salud es un derecho, Contra el maltrato infantil, Refugiadxs, Víctimas de tortura, Mujer afro, Semana lactancia, Desaparición forzada, Día de la mujer indígena, Pena de Muerte, Eliminación de la violencia contra la mujer.

Observatorio de mujeres indígenas

Durante 2015 la Defensoría del Pueblo como órgano vigilante de los derechos humanos, creó en siete estados de la República Bolivariana de Venezuela (Zulia, Apure, Amazonas, Lara, Bolívar, Monagas y Delta Amacuro), el Observatorio de Mujeres Indígenas por los Derechos Humanos. A través de este Observatorio se capacitaron 299 mujeres indígenas de 14 pueblos: Wayúu, Añú, Gayón, Baré, Kurripako, Piaroa, Piapoco, Warao, Chaima, Jivi, Pumé, Cuiba, Pemón y Kariña, impactando en 73 comunidades.

Estas jornadas de formación de los Derechos Humanos dirigidas a las mujeres indígenas, tienen como objetivo proporcionar a las participantes herramientas teóricas, técnicas y prácticas para el empoderamiento relacionado con la defensa y promoción de los derechos humanos específicos de las mujeres indígenas.

Teniendo como objetivos generales:

• Brindar estrategias para la identificación de vulneraciones de los derechos específicos de las mujeres indígenas.

• Construir rutas para el ejercicio efectivo de los derechos específicos de las mujeres indígenas.

• Elaborar un plan de trabajo, un pliego reivindicatorio y de compromisos, a fines de contribuir a la defensa de los derechos específicos de las mujeres indígenas desde la acción comunitaria, organizada y de base.

De manera que, se construyó el Observatorio de Mujeres Indígenas por los Derechos Humanos, como herramienta de participación, organización, investigación y comunicación de las mujeres para el seguimiento, análisis y difusión de los casos emblemáticos relacionados a la violación de derechos indígenas, generando conocimientos y propuestas de cambio en base a las experiencias sistematizadas.

Plan Nacional de Derechos Humanos  2016-2019
El Plan Nacional de Derechos Humanos constituye una herramienta fundamental que permitirá avanzar y profundizar “los logros alcanzados en materia de derechos humanos y la conquista de la mayor suma de felicidad social, asumiendo los derechos humanos como uno de sus pilares fundamentales”
. 

La Defensoría del Pueblo ha considerado la aprobación de dicho plan como un gran avance en materia de corresponsabilidad respecto a los derechos humanos, ya que contempla la obligación de “todas las instituciones del Estado en cumplir los parámetros que allí están establecidos; es decir no sólo el poder ejecutivo, sino también el poder judicial, el legislativo, el ciudadano, el electoral, el popular; los cuerpos de seguridad, la Fuerza Armada, cada quien en su ámbito tiene la obligación con un tema fundamental para la humanidad”
. 

La Defensoría del Pueblo a través de su máximo representante, elaboró sus Líneas Generales de Acción Defensorial  en materia de  Promoción y Divulgación, Defensa, Vigilancia, Mediación y Promoción de políticas públicas, tomando en consideración este Plan Nacional de Derechos Humanos y sus acciones están dirigidas a cumplir con dicho Plan y  con su razón constitucional y legal como mecanismos impulsores de un mayor trabajo institucional que, pretende impulsar y fortalecer el ejercicio y disfrute de todos los derechos humanos por parte de todos y todas. 

Contribuir al logro de grandes ejes de acción a favor de los derechos humanos, es el compromiso asumido por la Defensoría del Pueblo en el marco de un Plan Nacional que aspira elevar la dignidad de los “sectores históricamente excluidos y explotados, así como visibilizar y controlar los poderes fácticos que vulneran la dignidad humana; y que potencie los procesos de lucha de nuestros pueblos”
.

Cooperación Técnica Internacional

La Defensoría del Pueblo y el Programa de Naciones Unidas para el VIH-SIDA firmaron, el 31 de mayo de 2012 un Plan de Trabajo a ser ejecutado en los años 2012-2013, el cual propuso como resultado la incorporación de los derechos humanos de la comunidad de personas Lesbianas, Gays, Bisexuales, Transexuales, Transgéneros e Intersex (Lgbtti), Personas Viviendo con VIH/SIDA (PVVS) y trabajadores sexuales en la agenda legislativa, para promover legislaciones favorables a la no discriminación de estas comunidades. 

Las actividades contenidas en el Plan de Trabajo incluían: 1. Redactar un anteproyecto de Ley para Promover la Igualdad; 2. Realizar una consulta pública nacional en relación con el anteproyecto de Ley; 3. Desarrollar una estrategia de abogacía e incidencia pública para la adopción de la Ley para Promover la Igualdad; 4. Documentar y evaluar el proceso de promoción de la Ley para Promover la Igualdad; y, 5. Elaboración de un Manual de Capacitación para Promover los derechos de las Personas LGBTI, PVVS, Trabajadoras Sexuales y Otros Grupos en Situación de Vulnerabilidad.  

Durante el mes de Julio de 2014, la Defensoría del Pueblo presentó ante la Asamblea Nacional, el Proyecto de Ley para la Promoción y Protección del Derecho a la Igualdad de las Personas con VIH o Sida y sus familiares, que fue aprobado en primera discusión. La propuesta fue elaborada por la Institución, a través de una serie de consultas que abarcaron un período de 10 meses en la que participaron representantes de las instituciones del Estado, organizaciones sociales vinculadas con los derechos de las personas con VIH o Sida y diversas agencias del sistema de Naciones Unidas acreditadas en nuestro país. Dicho esfuerzo vio sus primeros frutos cuando el 30 de diciembre de 2014 es puesta en vigencia dicha Ley, a través de su publicación en la Gaceta Oficial 40.571.

Durante 2013, se estableció una relación de trabajo con la OMS y la OPS, cuya finalidad es cooperar en áreas relacionadas con la alimentación, el VIH/Sida y el parto humanizado. Entre las actividades llevadas a cabo está la remisión del anteproyecto de ley “El Parto y Nacimiento Humanizado como Derecho Humano” a la OMS/OPS para conocer las contribuciones que podían dar a este documento. 

Igualmente, se realizó, en agosto de ese mismo año, una video conferencia entre los representantes de la OPS (sede en Washington) y las instituciones del Estado venezolano (Ministerio del Poder Popular para la Alimentación, el Ministerio del Poder Popular para la Salud y la Defensoría del Pueblo), la cual tuvo como tema central: Calidad de la Alimentación, Nutrición y Derechos Humanos.

Producto de este diálogo, fue el acuerdo con el Ministerio del Poder Popular para la Salud, que contempla establecer una Comisión Interinstitucional sobre la alimentación, con el objetivo de crear una propuesta de anteproyecto de ley denominada “Una Alimentación Sana y Vida Activa”, que estaría a cargo de la Defensoría del Pueblo,  y que posteriormente será remitida a la OPS/OMS para las observaciones pertinentes.

Otra de las acciones conjuntas, fue el desarrollo del foro “El Derecho a la Alimentación Saludable: Experiencias de Protección en Latinoamérica”. Este evento estuvo orientado a funcionarios y funcionarias tanto de la Defensoría del Pueblo como de instituciones vinculadas al tema (Ministerios del Poder Popular para Salud y para la Alimentación, y el Instituto Nacional de Nutrición, entre otros). 

Otras acciones y estrategias

La Defensoría del Pueblo desde su puesta en marcha como Institución Nacional de Derechos Humanos de Venezuela, ha dedicado diversas recomendaciones al Estado venezolano, a fin de coadyuvar en la consecución de “la defensa y el desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad, el ejercicio democrático de la voluntad popular, la construcción de una sociedad justa y amante de la paz, la promoción de la prosperidad y bienestar del pueblo y la garantía del cumplimiento de los principios, derechos y deberes reconocidos y consagrados en [la] Constitución” (art. 3 CRBV).
En base a ello, tiene en su haber a la Dirección de Materias de Especial Atención, la cual se encarga de coordinar el trabajo de las Defensorías Especiales con Competencia Nacional “Sobre los Derechos de la Mujer”; “Área de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes”; “Área de Protección de los Derechos de los Pueblos Indígenas”; “Área de Protección Juvenil”; y “Régimen Penitenciario”, entre otras. Todas ellas como instancias técnicas y órganos asesores especializados, coadyuvan en la promoción por ante los organismos competentes, la creación de programas de protección en beneficio de las poblaciones a las cuales están dirigidas.

En definitiva, la Defensoría del Pueblo ha establecido diferentes acciones y estrategias para el fortalecimiento de su trabajo y en concordancia con las políticas del Estado venezolano respecto a la garantía de los derechos humanos de su población, y en este caso en particular, del derecho al desarrollo de todas las personas bajo esta jurisdicción. Así, ha logrado atender, hacer seguimiento y solventar los casos sobre vulneración de derechos humanos que han llegado a ser de su conocimiento, a la vez que ha ejecutado diversas acciones jurídicas, administrativas, además de la formación, educación y divulgación en derechos humanos de las diversas poblaciones: niños, niñas y adolescentes, jóvenes, adultos y adultas mayores, indígenas, afrodescendientes, campesinos, mujeres, personas privadas de libertad, migrantes, personas con discapacidad, LGBTI, entre otras
.

2. ¿Cuáles son los principales desafíos u obstáculos que su organización y / o entidad enfrentan para apoyar las agendas nacionales de desarrollo sostenible que promueven y realizan todos los derechos humanos, incluido el derecho al desarrollo para todos?

Uno de nuestros principales desafíos es fortalecer las diligencias en tribunales para combatir el retardo procesal. En particular, dar celeridad a aquellos casos de vulneración de los derechos humanos, y a la vez fortalecer la formación en derechos humanos de los servidores y las servidoras públicos en todo el país.

Aunado a ello, es nuestro deseo seguir dotando al personal defensorial de herramientas jurídicas para actuar en el terreno, y mediante las resoluciones y protocolos aprobados en años anteriores, seguir fortaleciendo la capacidad de actuación de las dependencias defensoriales para prestar un servicio más efectivo a la población.

Por su parte, tenemos como obstáculos el hecho de que a pesar de que, la Defensoría del Pueblo cuenta con un aparato administrativo propio e independiente y dicta sus propios reglamentos, el presupuesto anual de la Institución sufre diversas modificaciones durante el transcurso del período fiscal, ya que el presupuesto aprobado y asignado a la misma, siempre es más bajo que el solicitado
. Esto ha obligado a que los Planes Operativos Anuales de la DdP deban ser revisados y reajustados, a través del establecimiento de líneas prioritarias esenciales de actuación defensorial y de funcionamiento administrativo-organizacional, a la luz de la disponibilidad real de recursos provenientes del Presupuesto Nacional. Esto, no ha impedido el desarrollo organizacional de la Defensoría del Pueblo en aras de cumplir adecuadamente con sus atribuciones año a año. 

Aparte de ello, y respecto al reforzamiento de los medios personales, la situación está determinada por la condición particular de la Defensoría del Pueblo en comparación con el resto de las instituciones del Poder Público Nacional en general, y del Poder Ciudadano en particular. A lo largo de sus 17 años, la Defensoría se ha caracterizado por tener un elevado movimiento de personal (ingresos y egresos), ya que se ha convertido en una “institución-escuela”, en la que los funcionarios y funcionarias adquieren, a través de su práctica laboral y actividades académicas, una formación y capacitación de alta calidad en el área de derechos humanos, que luego los lleva a optar por otras alternativas laborales, que pueden ser más atractivas en términos económicos, vocacionales o políticos, o de acuerdo con sus intereses personales y profesionales.

� Gaceta Oficial 5.453 Extraordinario, 24 de marzo de 2000, enmendada según Gaceta Oficial 5.908 Extraordinario, 19 de febrero de 2009.


� DEFENSORÍA DEL PUEBLO (2009). Informe Anual 2008. p. 7.


� DEFENSORÍA DEL PUEBLO (2009). p. 278.


� DEFENSORÍA DEL PUEBLO (2011). Informe Anual 2010. p. 89.


� Gaceta Oficial n.° 38.344, 27 de diciembre de 2005.


� La cultura indígena en Venezuela ha impuesto estilos definidos en la construcción de viviendas. “Janoko o Hanoko”, que traducido al Warao significa vivienda, es un palafito de madera construido sobre las aguas. Una comunidad ribereña o “ranchería” Warao tradicional está asentada siempre en la orilla de un caño o brazo del delta y puede estar formada de 10 a 15 o más viviendas, uni o multi familiares y albergar hasta 200 personas. Las casas se comunican entre sí por puentes y pasarelas; cada una tiene su acceso individual al río, mediante un embarcadero hecho de troncos. Normalmente están construidas con troncos de madera de mangle (Rhizophora mangle) y carecen de paredes, estando protegidas ocasionalmente por algún tabique de troncos de palma temiche (Manicaria saccifera), con cuyas hojas se hace también el techo; aunque hoy en día es frecuente ver viviendas con paredes laterales de tabla u hojas de palma. El piso y las pasarelas elevadas entre las viviendas suele ser de troncos de la palma manaca (Euterpe oleracea). El sencillo mobiliario consta de hamacas, una cocina construida sobre una base de barro, de cara al río, por donde vienen los bastimentos y donde se hace la limpieza; los enseres de pesca, caza y vestuario, que se colocan en el entramado del techo o en el suelo. En los morichales se construyen viviendas unifamiliares temporales más pequeñas y sencillas, techadas con hojas de moriche. Es común que las comunidades a lo largo de un mismo caño estén emparentadas entre sí; cada una de ellas forma una unidad exogámica, mientras el conjunto se comporta como una unidad endogámica; es decir, que se procura contraer matrimonio fuera de la ranchería, pero dentro del área de parentesco circunscrita por el caño o río local. No habiendo carreteras en el interior del delta, los caños son las vías de comunicación y el principal medio de transporte es la curiara (Wa) o canoa monóxila, que hoy suele tener motor fuera de borda, por lo que en el pasado se ha buscado para ellos una etimología un tanto forzada derivada de Wa = “Curiara” y Arao = “Habitante”. Fuente: http://loswaraosenvenezuela.blogspot.com/2012/04/viviendas.html. Consultado el 16/11/2017.


� DEFENSORÍA DEL PUEBLO (2009). Informe Anual 2008. p. 237.


�CORREO DEL ORINOCO, Plan Nacional de Derechos Humanos llevará a reformar código civil y código penal  En:<http://www.correodelorinoco.gob.ve/tema-dia/plan-nacional-derechos-humanos-llevara-a-reformar-codigo-civil-y-codigo-penal/>, Consultado el 7 de octubre de 2016.


� CORREO DEL ORINOCO, Plan Nacional de Derechos Humanos llevará…, cit.


� Ver el Plan Nacional de Derechos Humanos 2016-2019 en: <http://www.defensoria.gob.ve/images/banners/promocionales/plan_Nacional_Derechos_Humanos.pdf>


� Ver Informes Anuales de la Defensoría del Pueblo de la República Bolivariana de Venezuela. Años 2008-2015. En: <http://www.defensoria.gob.ve/zona-informativa/informes-anuales.html>. 


� La Institución prepara su presupuesto anual, el cual es discutido y aprobado en el seno de la Asamblea Nacional. Esto permite el cumplimiento de sus competencias de protección y vigilancia de los derechos humanos, sin subordinarse a los demás órganos del Estado.





